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El día 2 de enero entró en vigor la Convención UNESCO del 2001 para la Protección del Patrimonio Cultural Subacuático. Han sido necesarios siete años para que se cumpliese la cláusula que impuso la ratificación por un mínimo de veinte países para que entrase en vigor.

España fue uno de los impulsores de la misma y uno de los que ya ratificaron la Convención. Por una vez hemos estado a la vanguardia de la protección del Patrimonio Histórico impulsando y actuando en los foros internacionales para luchar contra la piratería de las compañías de cazatesoros que tanto daño producen a este patrimonio en busca del lucro económico.

La Convención establece los principios que regulan las actividades que afectan al patrimonio cultural subacuático y la colaboración entre países a fin de preservar estos bienes para la Humanidad. El significado de la entrada en vigor es de suma importancia para España que cuenta con un ingente patrimonio cultural subacuático, no solo en nuestras costas, herencia de nuestro gran imperio colonial, que es preciso proteger directamente o colaborando con aquellos países ribereños que no cuentan con medios para hacerlo.

En estos momentos el Gobierno de España está inmerso en una importante batalla legal ante los tribunales de Estados Unidos por el saqueo y exportación ilícita a través del aeropuerto de Gibraltar del cargamento procedente de un barco español hundido en aguas del sur peninsular, recuperado por la compañía de cazatesoros ODISSEY, radicada en Florida, consistente en miles de monedas de oro y plata así como lingotes y otros objetos procedentes del barco español hundido en estas aguas. La operación bautizada como cisne negro por los cazatesoros intentó disfrazar la recuperación sorteando los requisitos administrativos y jurisdiccionales de España y actuando con la desfachatez que caracteriza tradicionalmente estas operaciones que desde el día 2 de enero del 2009 cuentan con un nivel mayor de control y protección para evitarlas.

Con anterioridad ya los tribunales de Estados Unidos dieron la razón a España en el caso de la recuperación en aguas de aquel  país de los cargamentos de las fragatas españolas Juno y Galga que sentaron un importante precedente internacional ya que se encontraban en aguas territoriales de Estados Unidos.
La entrada en vigor de la Convención llega en un momento muy oportuno cuando desde el Ministerio de Cultura de España, se promueve la renovación de la Ley de Patrimonio Histórico Español de 1985, para adecuarla a la nueva realidad y necesidades nacionales e internacionales, entre las que el Patrimonio Subacuático será uno de sus protagonistas. La reciente inauguración, hace pocas semanas, en Cartagena del Nuevo Museo Nacional de Arqueología Subacuática, ARQUA, es una prueba patente del interés del Gobierno Español por la actuación en defensa de este patrimonio allí donde se encuentre.
Aragón no tiene costa marina pero el patrimonio subacuático es bien conocido de nuestros investigadores ya que la Universidad de Zaragoza fue pionera en estas investigaciones en España, desde los años setenta del siglo XX y cuenta ahora con un equipo científico al más alto nivel con actuaciones en las costas españolas y en aguas tan alejadas como el Mar Rojo, el Mar del Plata o las aguas del Continente Antártico.

En la actualidad se trabaja en la recuperación de las maderas extraídas del Puente de Piedra de Zaragoza en la pasada primavera, a petición del Departamento de Educación, Cultura y Deporte del Gobierno de Aragón y en la preparación de un nuevo proyecto de investigación en aguas americanas del Caribe. El 2 de enero de 2009 será una fecha para recordar en la historia por la defensa del Patrimonio Histórico Subacuático.  La cuenta atrás para terminar con la piratería arqueológica en las aguas marinas ha comenzado. 
